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I.    Disposiciones generales

MINISTERIO 
DE SANIDAD Y CONSUMO

 14404 ORDEN SCO/2274/2007, de 23 de julio, por la 
que se modifica el anexo del Real Decreto 
2002/1995, de 7 de diciembre, por el que se 
aprueba la lista positiva de aditivos edulcoran-
tes autorizados para su uso en la elaboración 
de productos alimenticios, así como sus condi-
ciones de utilización.

El Real Decreto 2002/1995, de 7 de diciembre, por el 
que se aprueba la lista positiva de aditivos edulcorantes 
autorizados, para su uso en la elaboración de productos 
alimenticios, así como sus condiciones de utilización, 
incorpora a nuestro ordenamiento jurídico interno la 
Directiva 94/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 30 de junio de 1994, relativa a los edulcorantes utiliza-
dos en los productos alimenticios. Este real decreto ha 
sido modificado en varias ocasiones, la última a través del 
Real Decreto 2197/2004, de 25 de noviembre, por el que se 
modifica el Real Decreto 2002/1995, de 7 de diciembre.

La Directiva 2006/52/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 5 de julio de 2006, por la que se modifica la 
Directiva 95/2/CE relativa a aditivos alimentarios distintos 
de los colorantes y edulcorantes y la Directiva 94/35/CE 
relativa a los edulcorantes utilizados en los productos ali-
menticios, introduce cambios en la legislación de aditivos 
por la autorización de uso de un nuevo edulcorante, eritri-
tol (E-968).

Mediante esta disposición se traspone parcialmente al 
ordenamiento jurídico interno la Directiva 2006/52/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, 
en lo que corresponde a las modificaciones de la Directiva 
94/35/CE.

En su tramitación han sido oídos los sectores afecta-
dos, consultadas las Comunidades Autónomas y ha emi-
tido informe preceptivo la Comisión Interministerial para 
la Ordenación Alimentaria.

Esta Orden se dicta de conformidad con lo establecido 
en la disposición final primera del Real Decreto 2002/1995, 
de 7 de diciembre.

En su virtud, de acuerdo con el Consejo de Estado, 
dispongo:

Artículo único. Modificación del anexo del Real Decreto 
2002/1995, de 7 de diciembre, por el que se aprueba la 
lista positiva de aditivos edulcorantes autorizados, 
para su uso en la elaboración de productos alimenti-
cios, así como sus condiciones de utilización.

El anexo del Real Decreto 2002/1995, de 7 de diciem-
bre, por el que se aprueba la lista positiva de aditivos 

edulcorantes autorizados para su uso en la elaboración de 
productos alimenticios, así como sus condiciones de utili-
zación, se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se añade «E-968» en la primera columna de la 
sección relativa a los aditivos «E-420 a E-967».

Dos. Se añade «Eritritol» en la segunda columna de 
la sección relativa a los aditivos «E-420 a E-967».

Disposición final primera. Incorporación de derecho de 
la Unión Europea.

Mediante esta orden se incorpora parcialmente al 
derecho español la Directiva 2006/52/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, por la que se 
modifica la Directiva 95/2/CE relativa a aditivos alimenta-
rios distintos de los colorantes y edulcorantes y la Direc-
tiva 94/35/CE relativa a los edulcorantes utilizados en los 
productos alimenticios.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 23 de julio de 2007.–El Ministro de Sanidad y 
Consumo, Bernat Soria Escoms. 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE ANDALUCÍA

 14405 LEY 5/2007, de 26 de junio, por la que se crea 
como entidad de derecho público el Instituto 
Andaluz del Patrimonio Histórico.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

 A todos los que la presente vieren, sabed: Que el Par-
lamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre del 
Rey y por la autoridad que me confieren la Consti tución y 
el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publi-
cación de la siguiente Ley por la que se crea como entidad 
de derecho público el Instituto Andaluz del Patrimonio 
Histórico.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 46 de la Constitución Española atribuye a 
los poderes públicos el deber de garantizar la conserva-
ción y pro mover el enriquecimiento del patrimonio histó-
rico, cultural y artístico de los pueblos de España y de los 
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bienes que lo inte gran, cualquiera que sea su régimen 
jurídico y su titularidad.

Por su parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
en el artículo 68.1.3.º, establece que corresponde a la 
Comunidad Autónoma, salvo lo dispuesto en el apartado 2, 
la competen cia exclusiva sobre protección del patrimonio 
histórico, artís tico, monumental, arqueológico y cientí-
fico, sin perjuicio de lo que dispone el artículo 149.1.28.ª 
de la Constitución. A su vez, el artículo 54.1 le reconoce, 
también, la competencia exclusiva en materia de investi-
gación científica y técnica con relación a los centros y 
estructuras de investigación de la Junta de Anda lucía y 
los proyectos financiados por ésta.

A tales competencias deben sumarse las generales en 
orden a la organización y estructura de las instituciones 
de autogobierno, ex artículo 46 del Estatuto de Autono-
mía para Andalucía.

Desde su creación como servicio administrativo sin 
per sonalidad jurídica propia por el Decreto 107/1989, de 
16 de mayo, el Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico 
ha venido ejerciendo, de acuerdo con sus artículos 1 y 2, 
actuaciones en materia de protección, investigación, difu-
sión, conservación y restauración del patrimonio histó-
rico y sus instituciones, sin perjuicio de que dichas actua-
ciones se hayan enmarcado en las líneas generales de las 
actividades científicas y de desarro llo tecnológico que 
establecía el Plan Andaluz de Investigación, requiriéndose 
en la actualidad, y como ya expresamente pre veía la 
exposición de motivos del mencionado Decreto, dotarlo 
de personalidad jurídica independiente por así aconse-
jarlo razones de agilidad y eficacia administrativa, y 
adquirir la au tonomía necesaria para ser competitivo den-
tro del mundo de la ciencia y la técnica, donde la capaci-
dad de interlocución, la agilidad en la gestión y la flexibi-
lidad de las estructuras son premisas inexcusables.

El desarrollo de la capacidad de innovación ha de par-
tir del propio acervo de conocimientos del Instituto, mer-
ced a su capital humano, incrementándola a través de la 
cooperación en el ámbito nacional e internacional. Al 
mismo tiempo, las posibilidades de captación de recursos 
y la configuración de estructuras ágiles, basadas en gru-
pos de trabajo propios o de composición mixta, aconse-
jan la creación de una entidad de derecho público como 
forma de personificación más ade cuada para que el Ins-
tituto, en sus funciones de investigación, conservación y 
valorización del patrimonio cultural, pueda in novar, 
transferir conocimiento y establecer pautas para la 
tu tela de bienes culturales en el marco de la planificación 
de in vestigación, desarrollo e innovación de la Junta de 
Andalucía.

En atención a todo lo expuesto, en ejercicio de las 
com petencias más arriba citadas y al amparo de lo esta-
blecido en el artículo 6.1.b) de la Ley 5/1983, de 19 de julio, 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, se crea una entidad de derecho 
público, adscrita a la Conse jería competente en materia 
de cultura, con el fin de tutelar el patrimonio histórico, 
desarrollar investigaciones relativas al mismo, así como 
aquellas otras funciones que en razón de sus fines se le 
encomienden.

CAPÍTULO I

Creación, naturaleza, fines y funciones

Artículo 1. Creación, adscripción y naturaleza.

Se crea el Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico, 
ads crito a la Consejería competente en materia de cultura, 
como entidad de derecho público de las previstas en el 
artículo 6.1.b) de la Ley 5/1983, de 19 de julio, General de 

la Hacienda Pú blica de la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía.

Artículo 2. Constitución.

La constitución efectiva de la entidad tendrá lugar en 
el momento de la entrada en vigor de sus estatutos, que 
serán aprobados por Decreto del Consejo de Gobierno y 
contendrán, entre otras previsiones, sus competencias y 
funciones, la de terminación de sus órganos de dirección 
y estructura adminis trativa, los bienes que se le adscri-
ban para el cumplimiento de sus fines, los recursos eco-
nómicos, el régimen relativo a personal, patrimonio y 
contratación, así como el régimen pre supuestario, eco-
nómico-financiero, de intervención, control financiero y 
contabilidad.

Artículo 3. Fines y funciones.

1. El Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico se 
con figura como un organismo cuyos fines son la inter-
vención, investigación e innovación, documentación, 
comunicación y desarrollo del patrimonio cultural en el 
marco de los planes de investigación, desarrollo e innova-
ción de la Junta de An dalucía.

2. El Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico 
desarro llará las funciones que prevean los estatutos, y en 
particular:

a) El análisis, estudio, desarrollo y difusión de teo-
rías, mé todos y técnicas aplicadas a la tutela del patrimo-
nio histórico y a su protección, conservación, gestión, 
investigación y difusión.

b) La realización de informes, diagnósticos, proyec-
tos y actuaciones en materia de protección, intervención, 
documen tación, investigación y comunicación de los bie-
nes culturales.

c) El desarrollo de proyectos y actuaciones en mate-
ria de conservación y restauración del patrimonio histó-
rico.

d) La realización de actuaciones en materia de 
investiga ción del patrimonio histórico en el ámbito de sus 
competencias.

e) La integración, coordinación y sistematización de 
la información y documentación en materia de patrimo-
nio his tórico, para contribuir al estudio y conocimiento de 
los bienes culturales de Andalucía.

f) El establecimiento de planes de formación de 
especia listas en los distintos campos del patrimonio 
histórico, promo viendo y organizando actividades for-
mativas.

g) El fomento de la colaboración con instituciones 
priva das y organismos públicos en relación con las fun-
ciones del Instituto previstas en esta Ley y las que en su 
desarrollo se determinen en los estatutos, prestando 
especial atención a los convenios de colaboración con las 
Universidades públicas de Andalucía en materia de for-
mación e investigación.

3. El Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico 
desarro llará sus funciones mediante la elaboración de 
informes y la prestación de servicios especializados de 
documentación, in tervención, formación y comunicación, 
en la forma en que se establezca en los estatutos.

CAPÍTULO II

Régimen jurídico

Artículo 4. Personalidad y régimen jurídico.

1. El Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico goza 
de personalidad jurídica propia, de plena capacidad jurí-
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dica y de obrar para el cumplimiento de sus fines, de 
patrimonio propio, y sujetará su actividad al ordena-
miento jurídico privado con las excepciones que se con-
signan en la presente Ley.

2. El Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico se 
rige por esta Ley, por sus estatutos, y por las demás dis-
posiciones ge nerales o específicas que le resulten apli-
cables.

Artículo 5. Régimen de contratación.

1. El Instituto ajustará su actividad contractual a lo 
dis puesto en la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públi cas y en la restante normativa que le sea de aplica-
ción.

2. Los trabajos y actividades que el Instituto Andaluz 
del Patrimonio Histórico realice para la Consejería compe-
tente en materia de cultura serán considerados como 
realizados con los medios y por los servicios propios de 
esta última, a los efectos de lo establecido en la Ley de 
Contratos de las Admi nistraciones Públicas.

Artículo 6. Régimen económico y presupuestario.

El régimen presupuestario, económico-financiero, de 
con tabilidad, intervención y de control financiero de la 
empresa es el establecido en la Ley 5/1983, de 19 de julio, 
General de la Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, y en las demás disposiciones que 
resulten de aplicación.

Artículo 7. Régimen patrimonial y recursos económicos 
de la entidad.

1. El patrimonio de la entidad estará integrado por 
todos los bienes y derechos que se le adscriban, así como 
por los bienes y derechos que adquiera por cualquier 
título.

2. El régimen jurídico patrimonial del Instituto Anda-
luz del Patrimonio Histórico se sujetará a lo establecido en 
la Ley del Pa trimonio de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, en su normativa de desarrollo y demás dispo-
siciones que sean de aplicación.

3. Para el ejercicio de sus funciones, el Instituto 
Andaluz del Patrimonio Histórico contará con los siguien-
tes recursos económicos:

a) Las dotaciones presupuestarias que anualmente 
se le asignen en la Ley del Presupuesto de la Comunidad 
Autó noma.

b) El producto de las operaciones de crédito, 
endeuda miento y demás que pueda concertar con entida-
des financie ras, públicas y privadas, tanto nacionales 
como extranjeras, dentro de la autorización que conceda, 
en su caso, la Ley del Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía.

c) Las asignaciones, subvenciones y transferencias 
proce dentes de la Junta de Andalucía o de otras Adminis-
traciones o entidades públicas.

d) Los ingresos ordinarios y extraordinarios obteni-
dos en el ejercicio de su actividad y por la prestación de 
servi cios en el ejercicio de sus funciones.

e) Las aportaciones y donaciones realizadas por 
institu ciones públicas o privadas y por particulares a 
favor de la en tidad.

f) Cualquier otro recurso no previsto en los aparta-
dos an teriores que pudiera corresponderle conforme a la 
legislación vigente o que le pueda ser atribuido por cual-
quier título jurídico.

Artículo 8. Régimen jurídico del personal.

1. El personal de la entidad se regirá por el ordena-
miento jurídico laboral y para su selección se tendrán en 
cuenta los principios de igualdad, mérito y capacidad, así 
como el de pu blicidad.

2. Para la selección del personal directivo se tendrán 
en cuenta los criterios de competencia profesional y expe-
riencia en el desempeño de puestos de responsabilidad.

Artículo 9. Contratos para fines de investigación y conve-
nios para la participación e intercambios de personal 
en pro gramas científicos o formativos.

1. El Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico podrá 
for malizar contratos con arreglo a la normativa vigente 
para fines de investigación científica y técnica, de acuerdo 
con las direc trices de planificación de investigación, desa-
rrollo e innovación de la Junta de Andalucía.

2. El Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico podrá 
celebrar convenios para el desarrollo de sus fines con 
otras administraciones, organismos o entidades, en los 
que se con temple la participación y el intercambio de per-
sonal en progra mas científicos o formativos.

Artículo 10. Control de eficacia.

El Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico se some-
terá al control de eficacia en los términos previstos en la 
Ley 5/1983, de 19 de julio, y demás normativa que le sea 
de apli cación.

CAPÍTULO III

Organización

Artículo 11. Órganos de gobierno y dirección.

1. Son órganos de gobierno y dirección del Instituto 
Anda luz del Patrimonio Histórico: la Presidencia, el Con-
sejo Rector y la Dirección.

2. La Presidencia del Instituto Andaluz del Patrimo-
nio His tórico corresponde a la persona titular de la Conse-
jería compe tente en materia de cultura y tendrá las 
siguientes funciones:

a) Ostentar la superior representación institucional 
del Instituto.

b) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del 
Consejo Rector.

c) Cualesquiera otras que se le atribuyan por los 
estatu tos del Instituto.

3. El Consejo Rector es el máximo órgano de 
gobierno y dirección y está integrado por la persona que 
presida el Insti tuto, quien ostentará al mismo tiempo la 
Presidencia del Con sejo, por la persona a quien se atri-
buya la Dirección, así como por los miembros que se 
establezcan en los estatutos.

4. Son funciones del Consejo Rector:

a) Velar por el cumplimiento del ordenamiento jurí-
dico en todas las actuaciones del Instituto.

b) Aprobar los anteproyectos del programa de 
actuación, inversión y financiación y de los presupuestos 
de explotación y capital que el Instituto Andaluz del Patri-
monio Histórico Página núm. 10 BOJA núm. 131 Sevilla, 4 
de julio 2007 debe elaborar según lo dispuesto en el 
artículo 57 de la Ley 5/1983, de 19 de junio, General de la 
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma.

c) Acordar la creación de comisiones especializadas 
o gru pos de trabajo en el seno del Instituto, definir su 
composición, así como determinar sus funciones.
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d) Cualesquiera otras que le corresponda en virtud 
de los estatutos del Instituto.

5. La persona titular de la Dirección será nombrada 
por quien ostente la titularidad de la Consejería compe-
tente en materia de cultura y tendrá a su cargo la gestión 
ordinaria de las actividades de la entidad, en ejecución de 
los acuerdos y directrices del Consejo Rector, de conformi-
dad con las compe tencias que le asignen los estatutos.

Disposición transitoria primera. Incorporación de perso-
nal funcionario y laboral.

1. El personal funcionario de la Junta de Andalucía 
ads crito a aquellos servicios que sean asumidos por el 
Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico podrá solicitar 
su incorpora ción a la entidad, quedando en sus cuerpos 
de origen en la situación de excedencia voluntaria por 
prestación de servicios en el sector público, prevista en el 
artículo 29.3.a) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medi-
das para la Reforma de la Función Pública. A este perso-
nal se le reconocerá el tiempo de servicios prestados en la 
Administración a efectos de la retri bución que le corres-
ponda en concepto de antigüedad.

2. Asimismo, el personal laboral que venga pres-
tando los servicios que sean asumidos por el Instituto 
Andaluz del Patri monio Histórico podrá integrarse en el 
mismo en los términos del artículo 44 del Texto Refundido 
del Estatuto de los Traba jadores, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo.

Disposición transitoria segunda. Vigencia temporal del 
De creto 107/1989, de 16 de mayo.

Sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición 
derogato ria única, continuará en vigor el Decreto 107/1989, 
de 16 de mayo, hasta la constitución de la entidad con 
arreglo al artícu lo 2 de esta Ley.

Disposición derogatoria única.

Quedan derogadas cuantas normas de igual o inferior 
rango se opongan a la presente Ley, y expresamente el 
De creto 107/1989, de 16 de mayo, por el que se crea el 
Instituto Andaluz de Patrimonio Histórico, sin perjuicio de 
lo dispuesto en la disposición transitoria segunda.

Disposición final única. Desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Consejo de Gobierno para dictar las 
dispo siciones reglamentarias precisas para el desarrollo y 
ejecución de la presente Ley y, en especial, para la apro-
bación de los estatutos de la entidad.

Sevilla, 26 de junio de 2007.–El Presidente de la Junta 
de Andalucía, Manuel Chaves González.

(Publicada en el «Boletín Ofi cial de la Junta de Andalucía» número 131, 
de 4 de julio  de 2007) 

 14406 LEY 6/2007, de 26 de junio, de Promoción y 
De fensa de la Competencia de Andalucía.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA

 A todos los que la presente vieren sabed: Que el Par-
lamento de Andalucía ha aprobado y yo, en nombre del 
Rey y por la autoridad que me confieren la Consti tución y 
el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la publi-

cación de la siguiente Ley de Promoción y Defensa de la 
Competencia de Andalucía.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea esta-
blece, en su artículo 4, que los Estados miembros instau-
rarán una política económica que se aplicará respetando 
el principio de una economía de mercado abierta y de 
libre competencia. Asimismo el artículo 38 de la Constitu-
ción Española reconoce la libertad de empresa en el 
marco de la economía de mer cado y establece que los 
poderes públicos garantizan y prote gen su ejercicio y la 
defensa de la productividad, de acuerdo con las exigen-
cias de la economía general y, en su caso, de la planifica-
ción.

La fundamentación económica de estos principios 
ju rídicos se encuentra en que la competencia es un ele-
mento básico para el desarrollo económico y social de 
cualquier so ciedad avanzada. En condiciones de compe-
tencia efectiva se asignan los recursos productivos a 
favor de los operadores o las técnicas más eficientes y, 
por tanto, se incentiva la inno vación y se fomenta la pro-
ductividad. Esta mejora de la efi ciencia productiva se 
traslada a los consumidores mediante una reducción de 
los precios o un aumento de la variedad y calidad de los 
productos ofertados, con la consiguiente mejora del bien-
estar del conjunto de la sociedad.

La libre competencia es, por todo ello, uno de los pila-
res del mercado único, contribuyendo el derecho a com-
petir libremente a la igualdad de oportunidades de la ciu-
dadanía europea, más allá de su papel de personas que 
trabajan, con sumen o crean empresas. En este contexto, 
la experiencia demuestra que los resultados de la libre 
competencia son difí ciles de alcanzar, por este motivo se 
precisa la intervención de los poderes públicos para esta-
blecer y mantener condiciones adecuadas de libertad real 
y competencia, con la finalidad de proteger y garantizar 
los legítimos intereses de las personas consumidoras y 
usuarias, por tratarse de un principio rector de la política 
social y económica y una obligación de los po deres públi-
cos impuesta por la Constitución y el Estatuto de Autono-
mía para Andalucía.

II

La normativa española de defensa de la competencia 
se inspira en las normas comunitarias de política de 
competen cia, y establece un sistema de defensa de la 
competencia que instrumenta un conjunto de intervencio-
nes de los poderes pú blicos para evitar aquellas prácticas 
y situaciones que puedan afectar a la libre competencia 
de las empresas.

Conforme a la Sentencia del Tribunal Constitucional 
208/1999, de 11 de noviembre, referida a la Ley 16/1989, de 
17 de julio, la defensa de la competencia corresponde al 
Estado de forma exclusiva en la vertiente legislativa, 
mientras que la vertiente ejecutiva puede corresponder a 
las Comuni dades Autónomas en virtud de sus propios 
Estatutos, si bien limitada a las actuaciones que se reali-
cen en su territorio y que no afecten al conjunto nacional 
o al mercado supraco munitario, supuestos que son com-
petencia del Estado. Como consecuencia de dicha Senten-
cia se aprobó la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordi-
nación de las Competencias del Estado y las Comunidades 
Autónomas en materia de Defensa de la Competencia.

La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene 
competen cia exclusiva en materia de promoción de la 
competencia, conforme a lo establecido en el artículo 
58.1.5.º del Estatuto de Autonomía para Andalucía, y com-
petencia ejecutiva en defensa de la competencia, de 


